
Que deroga la fracción III del artículo 256 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, suscrita 
por el diputado Clemente Castañeda Hoeflich e integrantes del Grupo Parlamentario de Movimiento 
Ciudadano  

El suscrito, Clemente Castañeda Hoeflich, diputado integrante del Grupo Parlamentario Movimiento 
Ciudadano, de la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados, con fundamento en lo señalado en el artículo 
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los artículos 6, 
numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la 
Unión, somete a consideración la siguiente iniciativa con proyecto de decreto que deroga la fracción III del 
artículo 256 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, con base en la siguiente 

Exposición de Motivos 

I. El 29 de noviembre de 2016 el Pleno del Instituto Federal de Telecomunicaciones aprobó los Lineamientos 
Generales sobre la Defensa de las Audiencias, los cuales fueron publicados el 21 de diciembre del 2016 en el 
Diario Oficial de la Federación, y cuyo artículo transitorio primero establece su entrada en vigor a los 30 días 
hábiles siguientes, esto es, a partir del primero de febrero del 2017.  

La Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión en su artículo 15, fracciones LVI y LIX, establece:  

Artículo 15. Para el ejercicio de sus atribuciones corresponde al Instituto:  

[...] 

LVI. Aprobar y expedir las disposiciones administrativas de carácter general necesarias para el debido 
ejercicio de las facultades y atribuciones del Instituto; 

[...] 

LIX. Vigilar y sancionar las obligaciones en materia de defensa de las audiencias de acuerdo con lo señalado 
por esta Ley; 

Asimismo, el artículo 256 último párrafo, dispone:  

Los concesionarios de radiodifusión o de televisión o audio restringidos deberán expedir Códigos de Ética con 
el objeto de proteger los derechos de las audiencias. Los Códigos de Ética se deberán ajustar a los 
lineamientos que emita el Instituto, los cuales deberán asegurar el cumplimiento de los derechos de 
información, de expresión y de recepción de contenidos en términos de lo dispuesto en los artículos 6o. y 7o. 
de la Constitución. Los lineamientos que emita el Instituto deberán garantizar que los concesionarios de uso 
comercial, público y social cuenten con plena libertad de expresión, libertad programática, libertad editorial y 
se evite cualquier tipo de censura previa sobre sus contenidos . 

En correlación con lo anterior, también el artículo 259 segundo párrafo, de la Ley Federal de 
Telecomunicaciones y Radiodifusión, estipula lo siguiente:  

En los lineamientos a que se refiere el último párrafo del artículo 256, el Instituto deberá expedir lineamientos 
de carácter general que establezcan las obligaciones mínimas que tendrán los defensores de las audiencias 
para la adecuada protección de sus derechos. 

De lo anterior se desprende la potestad del Instituto Federal de Telecomunicaciones para emitir los 
Lineamientos Generales sobre la Defensa de las Audiencias. Sin embargo, consideramos que aunque contiene 
importantes avances también dichos lineamientos contienen aspectos sensibles y controvertibles, que en lugar 



de fortalecer a las audiencias, la subestiman, y en lugar de fortalecer la libertad de expresión la pudiesen 
acotar.  

II. Diversos comunicadores y periodistas han expresado su preocupación por algunas disposiciones 
establecidas en los Lineamientos emitidos por el Instituto Federal de Telecomunicaciones, como se muestra a 
continuación:  

“El documento, en su artículo 15, exige “diferenciar claramente la información noticiosa de la opinión de 
quien la presenta [...]  

[...] 

”Eso hace que los “focos rojos” se prendan no solo en la CIRT sino entre comunicadores y opinadores que 
serían objeto de las normas de censura y control y hasta de acoso y presiones por “quejas” de audiencias.”1  

Un segundo caso es el siguiente:  

“El argumento es que quieren defender derechos de avanzada. La realidad es que desembocan en actos de 
autoridad propios de regímenes autoritarios que afectan libertades.”2  

Una periodista más señala:  

“Diferenciar información de opinión. [...] 

[...] 

”Implica hacer cirugía mayor a la enorme mayoría de nuestros noticiarios, digo, virtualmente a todos. ¿En 
serio un conductor tendrá que interrumpir o decir “es mi opinión” al terminar, digamos, una entrevista; al 
comentar, digamos, algo que acaba de pasar? ¿Tendrán los noticiarios que contratar a alguien que sea el 
“cazador de opiniones” y meta plecas, cortinillas en fa, cuando escuche que su conductor usa algún adjetivo 
calificativo, que en radio alguien diga rápido “es su opinión” como sombra o intento de Pepe Grillo al 
conductor? En una de esas habrá noticiarios que mejor deban declararse programas completos de opinión. De 
una vez.”3  

Lo anterior da muestra de la verdadera preocupación ante diversas disposiciones que en dichos lineamientos 
pueden conducir a inhibir la libertad de expresión, acotando dicho derecho humano protegido en los artículos 
6° y 7° Constitucionales.  

III. Aun cuando se reconoce que los Lineamientos contienen importantes avances en materia de derechos de 
las audiencias como la regulación en materia de publicidad, como los derechos de las personas con 
discapacidad y los niños, como la reglamentación de los Defensores de Audiencia y sus Códigos de Ética, sin 
embargo, también implican un posible riesgo para nuestra democracia, al esconder herramientas de control y 
regulación que podrían lastimar la libertad de expresión. 

El artículo 5 fracción XI, los lineamientos establece que se deberá diferenciar “con claridad la información 
noticiosa de la opinión de quien la presente”, mientras que el artículo 15 indica lo siguiente “Para diferenciar 
claramente la información noticiosa de la opinión de quien la presenta, la persona que brinda la información 
deberá advertir al momento de realizarla, de manera expresa y clara, que la manifestación realizada o que 
realizará constituye una opinión y no es parte de la información noticiosa que se presenta. También podrán 
implementarse acciones como la inclusión de plecas, cortinillas o pantallas completas que adviertan a las 
Audiencias sobre la diferenciación referida.” 



Estas disposiciones de los Lineamientos, que han sido cuestionadas, tienen su origen en la Ley Federal de 
Telecomunicaciones y Radiodifusión, que en su artículo 256 establece que son derechos de las audiencias en 
los mismos términos que se diferencie “con claridad la información noticiosa de la opinión de quien la 
presente.” 

Es decir que se debe establecer de forma evidente y clara lo que es noticioso, de la opinión y valoración del 
presentador. No creemos que existan criterios objetivos para realizar este discernimiento y parecen más un 
pretexto para que las multas o suspensión de transmisiones se conviertan en una forma de censura estatal; y, 
por supuesto, abre la posibilidad a la autocensura de los comunicadores 

Estamos conscientes que se debe combatir la desinformación y que los ciudadanos tienen derecho a obtener 
información veraz, pero la pregunta es si una camisa de fuerza impuesta a los comunicadores con este tipo de 
lineamientos nos permitirá lograrlo, o por el contrario generará abuso de poder e intentonas autoritarias.  

La principal defensa de las audiencias consiste en tener acceso a la información y para ello es nuestro deber 
salvaguardar la libertad de expresión y cerrar cualquier paso a la censura y la autocensura. 

En este sentido, estamos convencidos que la labor de los periodistas y los derechos de las audiencias no 
dependen de cortinillas, ni de avisos, ni de tecnicismos; dependen de un compromiso ético de los periodistas y 
de educación de las audiencias. Y por el contrario, esta disposición le apuesta a la autocensura de los 
comunicadores y a una presunta falta de discernimiento de las audiencias.  

Por ello, es necesario que seamos muy cuidadosos a la hora de regular los derechos de las audiencias, porque 
no se puede perder de vista que la censura y la autocensura vulneran el derecho mismo a la información de 
todos los mexicanos.  

IV. Como ya se ha mencionado, el artículo 5 fracción XI, de los lineamientos ya referido, que establece 
diferenciar “con claridad la información noticiosa de la opinión de quien la presente” encuentra su 
fundamento en el artículo 256 fracción III, de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, que 
establece:  

Artículo 256. El servicio público de radiodifusión de interés general deberá prestarse en condiciones de 
competencia y calidad, a efecto de satisfacer los derechos de las audiencias, para lo cual, a través de sus 
transmisiones brindará los beneficios de la cultura, preservando la pluralidad y veracidad de la información, 
además de fomentar los valores de la identidad nacional, con el propósito de contribuir a la satisfacción de los 
fines establecidos en el artículo 3o. de la Constitución. Son derechos de las audiencias: 

I. a II. [...]  

III. Que se diferencie con claridad la información noticiosa de la opinión de quien la presenta; 

IV. a X. [...] 

[...] 

En este sentido y en aras de evitar cualquier tentación autoritaria y restrictiva al ejercicio de la libertad de 
expresión que en una sociedad democrática encuentra importante cimiento para su consolidación y plena 
vigencia en el periodismo y el ejercicio noticioso que, conlleva el derecho a la libre opinión, considerando 
tanto a los comunicadores como a la audiencia como personas capaces de discernir entre una y otra, es que 
consideramos pertinente drogar la fracción referida, lo que impactará ulteriormente en los Lineamientos que 
han sido cuestionados recientemente. 



Antes de proceder a reformar o derogar esta disposición, es fundamental rastrear su origen: en primear lugar 
de las distintas iniciativas que se presentaron para elaborar la reforma legal en materia de telecomunicaciones 
y radiodifusión de 2014, la única que proponía esta disposición era la presentada por el Poder Ejecutivo, 
aunque sin aportar una justificación específica de la misma en su exposición de motivos. En segundo lugar, en 
ningún antecedente legislativo de la reforma en materia de telecomunicaciones y radiodifusión de 2014 se 
presentaron argumentos sobre la necesidad o utilidad de esta disposición: ni en las diversas iniciativas ni en el 
dictamen que dio origen a la reforma. En resumen, el Legislativo en aquél entonces no generó argumentos de 
por qué y cómo se diferencia la «información noticiosa de la opinión de quien la presenta». Estos motivos 
deberían ser suficientes para poner en entredicho la viabilidad y la conveniencia de la disposición en cuestión.  

Finalmente, no podemos dejar de señalar como uno de los argumentos más importantes para derogar la 
disposición en mención, lo dispuesto por el artículo 7° de la “Declaración de principios sobre libertad de 
expresión” de la Organización de los Estados Americanos, que a la letra dice:  

“Condicionamientos previos, tales como veracidad, oportunidad o imparcialidad por parte de los Estados son 
incompatibles con el derecho a la libertad de expresión reconocido en los instrumentos internacionales.” 

Derivado de todo lo anterior se propone reformar en la propia Ley Federal de Telecomunicaciones y 
Radiodifusión la disposición que obliga a distinguir entre la información noticiosa y las opiniones de los 
comunicadores, dado que como se ha evidenciado, carece de utilidad y viabilidad, y resulta contrario a los 
principios de libertad de expresión.  

Por lo anteriormente expuesto, me permito presentar ante esta Soberanía, la siguiente iniciativa con proyecto 
de:  

Decreto que deroga la fracción III del artículo 256 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión.  

Artículo Único. Se deroga la fracción III del artículo 256 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y 
Radiodifusión, para quedar como sigue:  

Artículo 256 . [...] 

I. a II. [...]  

III. Derogado.  

IV. a X. [...]  

[...] 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.  

Segundo. El Instituto Federal de Telecomunicaciones contará con un plazo de 30 días contados a partir de la 
entrada en vigor del presente decreto para realizar las adecuaciones normativas necesarias en cumplimiento a 
las disposiciones del mismo.  

Notas  
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de febrero de 2017. 

Diputados: José Clemente Castañeda Hoeflich, Víctor Manuel Sánchez Orozco, Jonadab Martínez García, 
María Victoria Mercado Sánchez, Rosa Alba Ramírez Nachis, Jorge Álvarez Maynez, René Cervera García, 
Moisés Guerra Mota, Verónica Delgadillo García, Luis Ernesto Munguía González, Adán Pérez Utrera, 
Salvador Zamora Zamora, Mirza Flores Gómez, Gustavo Adolfo Cárdenas Gutiérrez (rúbricas). 

	


